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E M E R G E N C I A

—¡Al campo! ¡Rápido! ¡Se ha declarado un infundio!

Críticas transversales desató la ausencia de la mi-
nistra de Seguridad Pública en la sesión de la co-
misión de Hacienda del Senado que debía tratar el
proyecto de perfeccionamiento de la carrera fun-

cionaria en Carabineros. Más allá de la relevancia de este
episodio, que la dinámica política ha magnificado, el de-
sempeño visible de la cartera no ha estado a la altura de las
expectativas. En primer lugar, porque en estas pocas sema-
nas la ministra se ha abierto una serie de flancos completa-
mente evitables. Las circunstancias de la desvinculación de
la exsubdirectora de Inteligencia de la PDI Consuelo Peña
oscilan entre lo inentendible
y una legalidad dudosa. De
paso, el episodio ha dañado la
autoridad del director gene-
ral de la PDI, quien tampoco
ha podido explicar satisfactoriamente la decisión.

Por otro lado, a poco de asumir su cargo, la ministra su-
primió la unidad estratégica de integración de datos prove-
nientes de los organismos policiales y otras instituciones
vinculadas a la seguridad. Es posible que esta decisión haya
sido acertada, pero llama la atención que en una materia tan
sensible —la aspiración de contar con una base de datos uni-
ficada existe desde hace mucho tiempo— no se haya hecho
una evaluación más pausada y, sobre todo, que no se haya
explicado adecuadamente a la ciudadanía. Esto era necesa-
rio, pues la noticia de que se prescindirá de una herramienta
de gestión en materia de seguridad es, en principio, una ma-
la noticia. No advertir esto y conformarse con descalificar lo

realizado por la administración anterior —no otra cosa es
limitarse a afirmar que la unidad era redundante— revela un
déficit de sensibilidad que afecta su gestión.

Sobre todo, sin embargo, se ha permitido que cunda en la
ciudadanía la sensación de que todo sigue igual. Sería injusto
pedirle soluciones inmediatas a una administración que acaba
de asumir, sobre todo, atendida la complejidad del problema,
pero sí se espera un diagnóstico certero, el planteamiento de po-
líticas y líneas de acción ciertas, la adopción de medidas proacti-
vas y no meramente reactivas ante tal o cual hecho de violencia;
en fin, que la autoridad proponga un conjunto de objetivos cla-

ros y disponga instrumentos
idóneos y medibles para alcan-
zarlos, articulados en una agen-
da legislativa y administrativa
coherente. Muy poco de esto se

ha visto hasta ahora. Y si realmente existen aquel diagnóstico y
esta agenda, no se ha hecho lo suficiente para comunicarlos a la
ciudadanía y a los organismos de la sociedad civil.

En esta línea, es una buena noticia que se informen pú-
blicamente, con periodicidad semanal, las cifras más relevan-
tes en materia de seguridad, siempre que se cumplan las con-
diciones mínimas de rigor metodológico que luego permitan
comparar números y consolidar adecuadamente los repor-
tes. Esta misma instancia podría ser aprovechada para comu-
nicar efectivamente a la ciudadanía qué se está haciendo y
cuáles son los principales avances y desafíos del momento. Es
decir, para comunicar que el Gobierno realmente se ha hecho
cargo de lo que fue su principal promesa electoral.

Se ha permitido que cunda en la ciudadanía la

sensación de que todo sigue igual.

Preocupación en Seguridad Pública

El 7 de abril, la empresa de inteligencia artificial (IA)
Anthropic publicó un documento en que describía
las potencialidades de la nueva versión de su siste-
ma Claude, Mythos Preview. El anuncio causó im-

pacto, pues Anthropic declaró que, por ahora, no distribuirá
al público este nuevo sistema, debido a los riesgos que su-
pondría para los sistemas computacionales de empresas,
gobiernos y personas. Esto creó expectación, además de
preocupación, particularmente en la banca, que depende de
que sus sistemas informáticos no se vean comprometidos
por actores adversarios.

Anthropic fue formada por exempleados de Open AI,
creador de Chat GPT, que tenían diferencias éticas y filosófi-
cas con el liderazgo de aquella
firma. El número de compa-
ñías que pagan por su produc-
to se acerca al de Chat GPT,
pero con una tendencia al al-
za, a diferencia de la tendencia más estática de su competidor.

La empresa ha estado en la prensa en los últimos meses.
En febrero impactó el mercado accionario norteamericano,
al ofrecer una versión de Claude orientada a la industria: se
temió que pudiera reemplazar los servicios ofrecidos por
empresas especializadas de software y por proveedores de
datos financieros. Luego, tuvo un conflicto con el Pentágo-
no, al imponer limitaciones al uso de su IA en tareas ilegales,
lo que aumentó su popularidad. 

Su más reciente versión de Claude tendría una aptitud
especial para tareas relacionadas con seguridad informática.
En sus pruebas descubrió miles de vulnerabilidades en sof-

twares de uso común en las empresas. Estas vulnerabilida-
des —que llevaban años y hasta décadas sin detectarse—
tienen el potencial de bloquear sistemas informáticos o per-
mitir que sean controlados por agentes externos. Pero ade-
más, Mythos podría elaborar por sí mismo, en forma autó-
noma, el software requerido para explotar esas vulnerabili-
dades, hasta obtener el control total de un sistema. Ante ese
riesgo, Anthropic decidió no ofrecer el producto, al menos,
hasta que las principales debilidades en los sistemas infor-
máticos más vitales sean subsanadas.

El problema es que una vez que existe un programa de
IA que puede realizar estas labores, pronto podrán hacerlo
programas de otros actores, por lo que la decisión de la fir-

ma solo sirve en el corto pla-
zo. Hay muchos países que
participan en una guerra sor-
da de sabotaje informático,
como Rusia, Ucrania, China,

Israel, Irán, Corea del Norte, Estados Unidos, India, países
europeos y otros más de Asia. Saber que existe la posibili-
dad de una IA con alta capacidad para explotar vulnerabili-
dades es un aliciente para investigar en esa dimensión. 

Esto releva la pregunta: ¿Qué hace Chile en esta mate-
ria? No parece ser una preocupación especial de los gobier-
nos. Aunque se han establecido políticas de ciberseguridad,
nuestros desarrollos tecnológicos son muy básicos. Es posi-
ble que no haya capacidad técnica o recursos, pero ello
arriesga dejarnos en una situación de dependencia, no solo
ante otros Estados, sino también frente a bandas criminales
que utilicen las nuevas herramientas.

¿Qué hace Chile en esta materia? No parece

una preocupación especial de los gobiernos. 

“Mythos” y los peligros emergentes

En las caóti-
cas turbulencias
desencadenadas
por el Presidente
Trump, resaltan
su desprecio por
el derecho inter-
nacional y me-
nosprecio por los
embajadores y la
diplomacia profe-
sional. 

En medio de
la guerra del Golfo Pérsico, Estados
Unidos carece de embajadores en
Arabia Saudita, Qatar, Irak y Emira-
tos Árabes. De 195 embajadas, sobre
cien están vacantes. 

Aunque es corriente el con-
tacto directo entre jefes de Estado,
la ausencia de embajadores crea
un vacío significativo para preve-
nir y resolver, en terreno, situa-
ciones que comprometen los inte-
reses del respectivo país.

El nombra-
miento de em-
bajadores de Es-
tados Unidos es
más complejo
que en Chile. El
Senado nortea-
mericano suele
prolongar por
meses, hasta in-
definidamente,
su aprobación, trámite inexistente en
nuestra Constitución, en que tal de-
signación es facultad exclusiva del
Presidente, con responsabilidad del
canciller, encargado de asesorarlo y
obtener la conformidad, agrément,
del gobierno receptor del embajador.

En la primera administración
del Presidente Trump no hubo em-
bajador residente en Chile, fracasa-
ron sus intentos de aprobación por
el Senado. Esta vez, Chile fue distin-
guido por Trump con un pronto
nombramiento de embajador de re-
conocida trayectoria pública, presti-

gio y acceso a la Casa Blanca. 
El personalismo de Trump se

refleja desde su primera administra-
ción. Entonces nombró sobre un
40% de embajadores políticos, no
profesionales. En su segundo go-
bierno, ha nombrado embajador en
Francia a un consuegro, y en Grecia,
a una exnovia de su hijo Donald.
Más importante es la designación
de su yerno, Jared Kushner, y del
empresario Steve Witkoff en las
trascendentales negociaciones so-
bre paz en Ucrania, Gaza e Irán.

Los nombramientos de los em-
bajadores políticos son seguidos
atentamente por la opinión públi-
ca, y su gestión, sea por inexperien-
cia y a veces por sus antecedentes,
suele restarles eficacia, acarrear
costos políticos a sus gobiernos y
ser efímeros en sus cargos.

Estados Unidos difiere de la
gran mayoría de los países, que pre-
fieren fortalecer su diplomacia limi-

tando los nom-
bramientos de
emba jadores
por razones po-
líticas, a veces a
menos de diez,
y justificados
por reconocidas
trayectorias e
influencia en el
sector público o

privado. Es el caso de Europa, y en la
región, de Perú y Brasil, lo que debe-
ría ser un modelo al cual Chile de-
biera transitar y no ha sido el caso,
en este y anteriores gobiernos.

En una de las épocas más críti-
cas de la historia moderna para la
seguridad y bienestar de los pue-
blos, el recambio de embajadores es
una buena oportunidad para refor-
zar el oficio diplomático y, en cam-
bio, parecería que aumentan las de-
signaciones políticas.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Designación de embajadores

En una de las épocas más

críticas de la historia

moderna, esta es una buena

oportunidad para reforzar el

oficio diplomático. 

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog.

Por
Hernán Felipe
Errázuriz

Le cuento al Prócer que en un reciente
encuentro familiar relaté el siguiente trau-
ma infantil. En esa época se acostumbraba
a rayar las paredes con un chilenismo rela-
tivo al aparato repro-
ductor masculino.
Tan extendida esta-
ba esa práctica, que
se decía que era el
candidato más popu-
lar de Chile. A la sa-
zón yo tendría siete
años, y como veía es-
ta palabra escrita en
todas partes e igno-
raba su significado, la
asumí como parte
del entorno. Con la
convicción de que el
candidato popular
aquel era un aditamento urbano necesario,
encontré que en mi casa faltaba y, para su-
plir la carencia, grabé con un cortaplumas
su nombre en el pasamanos de madera de
la escalera. Un día, mi mamá invitó a unas
amigas y al subir la escalera descubrió con
horror y vergüenza la palabreja aquella y,

con gritos de indignación, indagó quién era
el autor de tamaña ordinariez. Al descubrir
que había sido yo, fui castigado con varias
palmadas en el trasero. Le comento que

ahora los jóvenes se
horrorizan de que
nuestros padres nos
castigaran física-
mente por las faltas
que cometíamos, pe-
ro no tienen en cuen-
ta que dicho castigo
era muy eficaz para
evitar que reincidié-
ramos en ellas. 

“¿Estás seguro?”,
me pregunta el Pró-
cer. “Mira, acuérdate
que hace algunos
años ese popular chi-

lenismo apareció rayado en el Arco del
Triunfo, en París, con un tono poco amiga-
ble hacia un político francés. Y según re-
cuerdo, estuviste por ahí en esa época”, se-
ñala con una sonrisa pícara. 

D Í A  A  D Í A

El candidato más popular 

R. RIGOTER

T E M A S  E C O N Ó M I C O S

El imperativo de reactivar la econo-
mía subyace en parte importante de las
medidas contenidas en el proyecto de
Ley de Reconstrucción y Desarrollo
Económico y Social que la administra-
ción Kast ingresará al Congreso. Entre
ellas, se distingue la reducción del im-
puesto corporativo, desde el actual
27% hasta un 23%, más cercano al pro-
medio OCDE. La medida permitiría
aliviar una carga tributaria que ha fre-
nado la actividad y hacer más competi-
tivas las empresas nacionales. Junto
con esto, se sumaría un nuevo contrato
de invariabilidad tributaria para inver-
sionistas locales e internacionales, que
vendría a subsanar el error que signifi-
có la derogación del Decreto Ley 600
(2016). Menos atractiva es la propuesta
de subsidiar a las empresas por los tra-
bajadores ya contratados, dadas las po-
sibilidades de implementar alternati-
vas más efectivas para fomentar la in-
versión y creación de empleo en
pymes. Sin embargo, no se puede des-

cartar que —con un costo fiscal estima-
do en US$ 1.400 millones anuales—
también impacte sobre la actividad.

Todo lo anterior explica parte de la
expectación con que se espera el análi-
sis económico que el Ministerio de Ha-
cienda debe presentar al país, para eva-
luar los beneficios y costos de sus pro-
puestas. Este deberá estar contenido en
el informe financiero que acompañará
al proyecto.

Dicho informe deberá precisar los
costos anuales de cada medida (menor
recaudación o mayor gasto), así como
proyectar los efectos positivos sobre la
recaudación vía mayor crecimiento.
También debiese incluir toda medida
adicional que signifique más recursos.
A modo de ejemplo, la controvertida
eliminación de la franquicia tributaria
Semce debería ser considerada como
una fuente de recursos —se estiman en
US$ 300 millones al año— para com-
pensar parte de los gastos, aunque al
mismo tiempo, debiera descontarse el

impacto del menor crecimiento y pro-
ductividad por la eliminación de la ca-
pacitación que financia. Lo relativo a
repatriación de capitales, donaciones y
herencias debería también ser inclui-
do, aunque es probable que su efecto
sea el de adelantar recursos antes que
generar nuevos ingresos.

Desde un punto de vista macroeco-
nómico y considerando la gradualidad
de algunas medidas y el efecto presu-
puestario instantáneo de otras, es posi-
ble que el informe dé cuenta de un sal-
do negativo entre ingresos y costos de
la reforma durante algunos de sus pri-
meros años. Con todo, parte de dicha
brecha podría cerrarse a partir del es-
fuerzo fiscal que ya se está implemen-
tando, estimado por el Banco Central
en su último Informe de Política Mo-
netaria en unos US$ 3.800 millones
para 2026. En el mediano y largo pla-
zo, probablemente, la batería de medi-
das proinversión y crecimiento permi-
tirá compensar los gastos. 

Megarreforma: Dos aristas clave
La evaluación inicial del amplio paquete de medidas que impulsa la administración Kast es
positiva. Sin embargo, parte importante de sus efectos dependerá de su diseño final. Un estudio
acabado y preciso de las implicancias fiscales y monetarias debe ser parte integral de la discusión. 

Implicancias fiscales
En uno de sus últimos estudios, y a

partir de las cifras del Informe de Finan-
zas Públicas del cuatro trimestre del
2025, el Consejo Fiscal Autónomo
(CFA) estimó que el déficit estructural
del país se ubicaría en torno al -2,1% del
PIB en 2027; -1,7% en 2028; -1,5% en
2028, y -1,1% en 2029. Este es el panora-
ma fiscal más probable que enfrentaría
el Gobierno,sin considerar esta reforma.

Por lo mismo, será clave la visión que
emane de la autoridad en el decreto en
que el Presidente de la República, vía
Ministerio de Hacienda, fijará las metas
de balance estructural y la política fiscal

de su administración. El documento
debe ser emitido en los primeros 90
días tras asumir el mando. Para alcan-
zar el buscado equilibrio fiscal en 2030,
el ajuste deberá ser significativo en ca-
da uno de los años previos.

Así, Hacienda tendrá el desafío de
configurar sus metas de forma tal que
consideren las contingencias de una
eventual aprobación o rechazo de la re-
forma. Y, alternativamente, es deseable
que el diseño del proyecto y las estima-
ciones de su informe financiero tengan
presentes las implicancias sobre la deli-
cada situación fiscal que heredó la actual

administración. Esto debería expresarse
en una particular preocupación por cali-
brar de forma precisa la implementa-
ción de los cambios y la estimación de
sus impactos. Ello será, además, un in-
sumo esencial tanto para el CFA en su
análisis de las consecuencias fiscales de
la reforma como para un sector privado
ávido de comprobar, en este nuevo pe-
ríodo, el profesionalismo de la Direc-
ción de Presupuestos y de la coordina-
ción macroeconómica de Hacienda, de-
jando atrás los errores e improvisacio-
nes que caracterizaron el trabajo de la
Dipres en la administración Boric.

¿Y el Banco Central?
El Consejo y los equipos técnicos

del Banco Central también analiza-
rán con detención la estructura e im-
plicancias de la reforma que ha dise-
ñado el ministro Jorge Quiroz. Pesa
aquí el precedente de los cambios en
el Mepco y su impacto inflacionario.
Así, en el evento de generarse des-

calces fiscales mayores a los antici-
pados, la autoridad monetaria debe-
rá evaluar su escenario macroeconó-
mico base y, potencialmente, ajustar
la trayectoria de la tasa de política
monetaria. En este sentido, por
ejemplo, la inyección de liquidez por
US$ 1.400 millones a la economía

por la transferencia directa del Esta-
do a las empresas (interpretada co-
mo un subsidio al empleo) podría re-
presentar un gasto con potenciales
implicancias inflacionarias. 

Este tipo de aristas deberá ser con-
siderado por Hacienda al afinar el
detalle de su propuesta.
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